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Resumen: en los últimos años, en la región metropolitana de 
Buenos Aires se han desplegado experiencias distintas de 
presupuesto participativo; en el presente trabajo se busca 
examinar sus alcances y efectos en materia de recursos y 
participación y las formas específicas de esta última; las 
principales metodologías aplicadas; las etapas y duración 
del proceso; la difusión, información y visibilidad del ins-
trumento; la inclusión de la población en el presupuesto 
participativo; la elección de proyectos; los niveles de ejecu-
ción; el grado de institucionalización y sus efectos en la ad-
ministración pública local, que son dimensiones clave. De 
este modo, se pretende reflexionar sobre las luces y som-
bras de esta política en la actualidad y sus resultados en el 
conjunto regional. 
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Abstract: in recent years, different experiences with participatory 
budgeting have been carried out in metropolitan ​​Buenos 
Aires. This article seeks to examine their scope and im-
pact considering a number of key dimensions: scale of re-
sources and participation; specific forms of participation; 
key methodologies; stages and duration of the process; dis-
semination, information and visibility of the instrument; 
inclusion of the population in the process of participatory 
budgeting; project selection; execution levels; degree of in-
stitutionalization and its impacts on local public adminis-
tration. Thus, it seeks to reflect on the policy’s highlights 
and shadows and its current results in the region.

Key words: participatory budgeting (pb), region, governance, pub-
lic policy.

Introducción

En las últimas décadas, diversas transformaciones han incidido en el 
campo de la política y las políticas públicas. Los cambios estructu-
rales en la vida social y la actuación estatal replantean los patrones 
clásicos de representación, intermediación e intervención pública. 
Así, estas dinámicas tensan la validez y competencia de los gobier-
nos para dar respuestas efectivas. 

En el caso puntual de América Latina ha habido mutaciones pro-
fundas, donde gran cantidad de países retornaron a regímenes de-
mocráticos, mientras se desarrollaban políticas de corte neoliberal 
orientadas a reducir el gasto público, limitar las intervenciones esta-
tales, fortalecer al mercado y liberalizar el comercio, al mismo tiem-
po que se producía una ampliación de la esfera de lo “público”, con 
una mayor intervención de la ciudadanía en cuestiones vinculadas 
con su entorno cercano. 

En el contexto argentino, la implantación del modelo de inter-
vención participativa se comprende mejor en el marco de los proce-
sos de reforma estatal que, implementados a fines del siglo pasado, 
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dieron lugar a una gran redefinición de las relaciones Estado-socie-
dad. La reforma neoliberal puso en duda la matriz Estado-céntrica, 
que había regido las políticas de desarrollo, abriendo nuevos espa-
cios tanto para la intervención del sector privado, a través de la pri-
vatización y desregulación, como para la sociedad civil, que comen-
zó a asumir nuevos roles en la gestión de las políticas. En la etapa 
actual, que abarca la última década, en que la recuperación del papel 
del Estado ganó lugar como matriz orientadora, el principio partici-
pativo reaparece en los diseños institucionales buscando funcionar 
como una suerte de garantía de democratización de las relaciones 
del Estado con la sociedad. Es así que en los últimos lustros se han 
expandido los mecanismos de participación a diversos ámbitos, y 
han llegado a constituir un campo propio de la acción estatal, con 
funciones y estructuras administrativas específicas. 

En este marco se han desarrollado varias experiencias de pre-
supuesto participativo en la región metropolitana de Buenos Aires 
(rmba) en el último decenio, con diversas implicancias en materia 
social, política e institucional. Puesto que se trata de una política que 
apenas supera la década de antigüedad, y cuya expansión remite al 
último lustro, se advierte una relativa ausencia de investigaciones 
académicas sobre el tema, en forma sistemática y comparada para 
el territorio considerado. En tal sentido, el presente trabajo busca 
analizar un conjunto de experiencias recientes sobre el pp en dicha 
zona considerando las siguientes dimensiones clave: a) escala de las 
experiencias de pp en materia de recursos y participación; b) formas 
específicas de participación; c) principales metodologías aplicadas; 
d) etapas y duración del proceso; e) difusión, información y visibi-
lidad del instrumento; f) inclusión en el pp; g) elección de proyec-
tos; h) niveles de ejecución; i) grado de institucionalización y j ) 
administración pública local y pp. 

En estos términos, aquí primero se presenta el marco conceptual 
donde se identifican las principales corrientes de pensamiento y 
discusiones sobre la problemática de análisis. Después se examinan 
distintas dimensiones con el objeto de dar cuenta de los aspectos 
distintivos que caracterizan el funcionamiento reciente del pp en la 
rmba. Por último, se exponen algunas consideraciones finales sobre 
la temática de estudio. 
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Nuevas tendencias en la relación Estado-sociedad 
y en las formas de intervención pública 

Las grandes transformaciones de las últimas décadas generan refor-
mulaciones profundas en las bases del poder político y, por con-
siguiente, en el rol tradicional del Estado hacia la sociedad. Los 
procesos vinculados a la globalización económica, el predomino 
de postulados neoliberales de corte privatista y desregulatorio, el 
pasaje hacia sociedades más complejas y fragmentadas –donde se 
diversifican las estructuras sociales, laborales, familiares y aparecen 
nuevos valores, pautas culturales, identidades, patrones de desigual-
dad y formas de acción colectiva–, la redefinición del espacio de 
lo “público” (como esfera que incluye y supera lo estrictamente 
estatal) y la importancia que asumen modalidades de intervención 
gubernamental más innovadoras y eficaces resaltan la necesidad de 
nuevos esquemas de articulación en lo referente a las decisiones pú-
blicas (Subirats 2003). 

En este escenario, las formas tradicionales de intervención guber-
namental encuentran dificultades para desenvolverse tal como lo ve-
nían haciendo. La envergadura de los cambios pone en duda el fun-
cionamiento de los marcos institucionales y las modalidades clásicas 
de la actuación gubernamental. Esto se traduce en la importancia de 
que exista un mayor grado de interacción y participación de diver-
sos actores en la elaboración de políticas públicas, en un contexto 
de más dependencia mutua y redefiniciones en la relación Estado-
sociedad. Para analizar las características que asume este fenómeno y 
distinguirlo del proceso tradicional de gobierno (government), basado 
en un vínculo gobernante-gobernado de tipo jerárquico y centrali-
zado, la literatura especializada emplea el término gobernanza (gov-
ernance). Este nuevo estilo gubernamental se distingue por generar 
mayor vinculación y cooperación entre actores estatales y no esta-
tales, a partir de los cuales se establecen redes mixtas de decisión y 
diferentes grados de intercambio (Mayntz 2000; Pierre 2000; Pierre 
y Peters 2000; Peters 2003; Natera 2004). 

El desarrollo teórico de esta temática aparece vinculado a cambios 
paradigmáticos y con un escenario sociopolítico de mayor comple-
jidad. En efecto, Blanco y Gomá (2006, 12) destacan que 
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la gobernanza emerge como un concepto suficientemente amplio 
como para aprehender los múltiples procesos de cambio político 
que se han identificado en los ámbitos de la política económica y 
social, de la gestión pública, de las relaciones inte rgubernamen-
tales, de la democracia. Por otra parte, la noción de la gobernanza 
nos permite vincular de forma comprehensiva los procesos de 
cambio político con los procesos de cambio social que en la ac-
tualidad están operando. 

Como consecuencia de ello, parece estar produciéndose una tran-
sición de las pautas tradicionales de ejercicio del poder político, sus-
tentado en una relación de “un solo sentido”, entre los que gobier-
nan y los que son gobernados, hacia un modelo de “doble sentido”, 
en el que se toman en cuenta los intereses, impresiones y posibilida-
des de los gobernantes y los gobernados (Kooiman 1993; Navarro 
Gómez 2002).

En este marco, las viejas modalidades de regulación y procesa-
miento de los conflictos entran en crisis, y van emergiendo patrones 
alternativos en escenarios político-institucionales más inestables. 
Por lo general, las formas tradicionales de gobierno centraban su 
desarrollo en el siguiente conjunto de postulados estrictos: a) la dis-
quisición entre una esfera pública, que presentaba el monopolio de 
las decisiones de carácter colectivo y centraba su legitimidad polí-
tica en las elecciones, y una esfera privada, que aparecía como un 
ámbito de relaciones sociales alejadas de la política; b) la división 
jerárquica y especializada de funciones y responsabilidades políticas 
entre niveles de gobierno y dentro de cada administración pública; 
c) el despliegue de una agenda pública circunscripta exclusivamente 
a los aspectos socioeconómicos; d) la focalización de la acción co-
lectiva en tanto expresión excluyente de intereses homogéneos de 
grandes agregados de clase, que se expresaban a través de los parti-
dos y los sindicatos y e) el poder pensado en términos de recursos 
legal-racionales –utilizados por el actor gubernamental– y econó-
micos –en manos de los actores privados–.

 Los cambios generados en los últimos años fuerzan a los go-
biernos a que requieran cada vez más de la articulación con otros 
actores, para formular diagnósticos más acertados sobre los proble-
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mas colectivos y movilizar los recursos necesarios (políticos, econó-
micos, técnicos), para darles respuesta. Asimismo, las modalidades 
que asume la acción colectiva se diversifican, de la misma forma 
que los partidos políticos, el funcionamiento electoral –como único 
mecanismo legitimador– y otras expresiones de intereses generales 
se ven debilitadas. Se incrementan así las interdependencias entre 
los organismos, niveles de gobierno y los actores sociales por la en-
vergadura, la dimensión de los problemas y la gobernanza aparece, 
entonces, como un enfoque que busca abordar los nuevos elemen-
tos de dificultad del contexto sociopolítico (Subirats 2003; Blanco 
y Gomá 2006).

Un examen más específico del concepto gobernanza muestra que 
durante muchos años se utilizó como sinónimo de dirección políti-
ca, refiriéndose al procedimiento de gobernar y su conducción. Más 
adelante su uso se amplió y dio lugar a un nuevo estilo y capacidad 
para gobernar, distinto del modelo político de control jerárquico 
y de la lógica del mercado, caracterizado por un mayor grado de 
interacción y cooperación entre actores, en el marco de articulacio-
nes heterogéneas que vinculan al sistema político con su entorno 
(Peters 2003; Natera 2004). La visión actual de la gobernanza apa-
rece como una forma de gobernar, que incorpora un abanico más 
amplio de relaciones y actores que el correspondiente, desde una 
perspectiva estricta, a las instituciones de gobierno tradicional, y 
donde la centralidad está puesta en el sujeto de dirección política y 
también en el objeto de la misma, esto es, en los destinatarios. 

La gobernanza se plantea entonces como un proceso que no es 
equivalente a la sola acción del gobierno y en el que participan 
otros actores, puesto que en la actuales condiciones si bien el agen-
te gubernamental es necesario en la conducción de la sociedad, su 
funcionamiento, propósitos y recursos no son suficientes para sa-
tisfacer y dar respuesta por sí mismos al interés social. Un proceso 
que, como resalta Aguilar Villanueva (2007, 8 y 9), es 

postgubernamental más que antigubernamental. Es un nuevo proceso 
directivo, una nueva relación entre gobierno y sociedad, que difí-
cilmente puede ser ya en modo de mando y control, en virtud 
de la independencia política de los actores sociales y de su fuerza 
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relativa en virtud de los recursos que poseen. […] En este senti-
do, gobernanza significa el cambio de proceso/modo/patrón de 
gobierno: el paso de un centro a un sistema de gobierno.

En estos términos, lo que se presenta es una transformación del 
gobierno a partir de lo cual se valorizan sus capacidades negociado-
ras y unificadoras, más que su dominio basado en poderes formales 
jerárquicos o coercitivos. De la misma forma, cada vez más apare-
cen requerimientos por una acción gubernamental orientada hacia 
una mayor habilitación y respuestas de índole colectiva. El debate 
respecto a la gobernanza no supone que se dejen de considerar las 
estructuras y procesos propios del funcionamiento gubernamental, 
sino que extiende el análisis de éstas hacia el plano de las interac-
ciones y los desafíos en términos de democratización y ampliación 
de mecanismos de participación, como el presupuesto participativo. 

La participación ciudadana 
y el presupuesto participativo. 
Perspectivas y debates sobre democracia local1 

En el debate contemporáneo, la participación ciudadana apare-
ce como una problemática de suma relevancia, que por lo general 
se asocia con la búsqueda de un mejor funcionamiento de las de-
mocracias existentes y la incorporación de los actores sociales en 
la toma de ciertas decisiones y políticas públicas. Entre los factores 
que intervienen en la necesidad de nuevas modalidades participati-
vas aparecen la crisis de confianza respecto a las instituciones polí-
ticas tradicionales y los mecanismos de representación electoral, los 
inconvenientes que presentan los partidos políticos como instancias 
aglutinadoras y de mediación, y la incapacidad de los gobiernos para 
procesar la diversidad de demandas sociales sugeridas en los últimos 
años. Es importante aclarar, no obstante, que la participación ciuda-

1 Este apartado y el siguiente se basan en los avances presentados por López Accotto et 
al. (2012).
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dana adquiere formas distintas y presenta características particulares 
según los fines, actores y contextos en los cuales se lleva a la práctica.

En esta línea, Cunill Grau (1991) resalta que las modalidades 
que asuma la participación ciudadana dependerán de los niveles y 
ámbitos en los que recaiga, y del carácter de la intervención de los 
ciudadanos en las actividades y órganos públicos. De este modo, 
puede darse tanto en un plano político como de gestión pública; el 
primero es el que se relaciona con el despliegue de opciones o deci-
siones de índole pública, esto es, las actividades de gobierno. En este 
plano pueden apreciarse niveles de participación más agregados o 
macro (decisiones que involucran al conjunto de la comunidad y 
al régimen político), intermedios (de alcance sectorial o regional) 
y micro (decisiones vinculadas con la actuación cotidiana de indi-
viduos y grupos pequeños). El plano de la gestión está vinculado 
más puntualmente con la producción de bienes y la prestación de 
servicios públicos y con las actividades de apoyo a éstos. Este tipo 
de participación puede plantearse de varias formas: a) la consultiva 
o asesora (opinión o declaración de conocimiento que no obliga al 
sujeto que adopta la decisión); b) la resolutiva y fiscalizadora (in-
tervención en el curso de la actividad pública y carácter obligatorio 
para la administración) y c) en la ejecución (intervención directa en 
la realización de una actividad o prestación de un servicio).

El carácter que adquiere la participación ciudadana respecto a la 
toma de decisiones públicas puede plantearse por los actores en tér-
minos de: a) información (son informados de las acciones que se rea-
lizarán); b) consulta (son consultados respecto a las acciones que se 
emprenderán y pueden aprobar o no lo proyectado) y c) cogestión/
codecisión (son parte en la elaboración de las acciones y la toma de 
decisiones). El origen del impulso hacia la participación constituye 
también un aspecto determinante, puesto que es posible diferenciar 
entre dos tipos: la acción ciudadana, que comienza y es controlada por 
los propios actores sociales en relación con los objetivos y fines que 
ellos determinan; y la implicación ciudadana, cuyo inicio y control es 
desplegado por el Estado con el fin de conseguir apoyo y mejorar las 
decisiones, programas o servicios. 

En fecha reciente, los motivos que explican la proliferación de 
experiencias participativas –más tradicionales o innovadoras– se 
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relacionan con las restricciones de las formas clásicas de participa-
ción, previstas en los modelos de democracia representativa. Esta 
singularidad se hace evidente en la escasa capacidad para articular 
la legitimidad general, obtenida en los procesos electorales, con la 
requerida cotidianamente para dar cuenta de los temas que sur-
gen en el plano social. La manera de hacer frente a estas cuestiones 
plantea tanto la necesidad de mejora de los canales representativos 
tradicionales, a partir de la apertura a los ciudadanos de espacios 
de control, seguimiento y planeamiento, como la incorporación de 
mecanismos horizontales de participación activa de la ciudadanía 
en la identificación de problemas, discusión de políticas y construc-
ción de consensos (Abal Medina 2004).

La democracia representativa, tal como sugiere Annunziata 
(2011), pareciera entonces incapaz de sostener su legitimidad por sí 
misma, lo cual aparece como punto de acuerdo en una gran varie-
dad de estudios académicos referidos a la crisis de la representación. 
Desde hace varios años, la ciencia política ha tomado este núcleo 
problemático de “divorcio” entre la ciudadanía y sus representantes. 
Un trabajo clásico sobre el tema es el de Manin (1998), para quien 
la personalización de la política, la fluctuación del voto y la creciente 
importancia de la imagen de los candidatos en los medios de comu-
nicación no eran síntomas de una crisis de la representación misma, 
sino de un formato específico del gobierno representativo, una “me-
tamorfosis de la representación”. 

Otros planteamientos más recientes han señalado el argumento 
de la crisis de la representación poniendo el eje en que lo que está 
en crisis es, sobre todo, la distancia, la diferencia entre representan-
tes y representados. En esta línea, Schnapper (2004) destaca que, 
en nombre de la igualdad, no se acepta la diferencia que determina 
la elección entre representantes y representados, y se sueña con la 
presencia inmediata de los ciudadanos en las instancias de decisión. 
Enfoques más nuevos, como el de Rosanvallon (2007), sobre la le-
gitimidad democrática contemporánea, evidencian juicios bastante 
semejantes. El autor resalta que la democracia se ha caracterizado, 
desde sus orígenes, por una organización de la desconfianza, en 
paralelo a la democracia electoral-representativa. En la actualidad 
esta desconfianza se ha exacerbado, y la legitimidad de los gober-
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nantes se encuentra disociada de la de sus acciones; de ahí la impor-
tancia de la puesta en marcha de formas de consulta permanente 
(O´Donnell 2004). 

Los cuestionamientos a la democracia representativa, como único 
sostén de la legitimidad, han permitido el despliegue de un contexto 
que Blatrix (2007) denomina “participacionista”, caracterizado por 
valorar la participación de los ciudadanos comunes y por la multi-
plicación de instancias participativas institucionalizadas, promovidas 
por los propios gobernantes. Se busca así completar el funciona-
miento representativo de la democracia con una lógica más parti-
cipativa. En gran parte de la literatura sobre el tema se afirma que 
fomentar una mayor participación de los ciudadanos en los ámbitos 
apropiados estimula la democracia representativa y puede contribuir 
a renovar su fuerza. En sintonía con este planteamiento, no se trata 
de que la democracia participativa reemplace a la representativa, sino 
de que se complementen distinguiendo las acciones más apropiadas 
para cada una (Nun 1991 y 2000). 

Aunque la democracia participativa se vincula a una demanda 
social, dado que los ciudadanos aceptan cada vez menos contentarse 
con votar a sus representantes, y pretenden ser consultados por ellos 
y controlar sus acciones, la consulta y el intercambio se vuelven 
relevantes para las propias autoridades políticas en pos de la conso-
lidación de su legitimidad. Entonces, dicha democracia se presenta 
como la puesta en marcha de mecanismos, herramientas, canales, 
de expresión de la voluntad de los ciudadanos en los procesos más 
consultivos o vinculantes de toma de decisiones, según el caso. 

Tal como resalta Annunziata (2011), hay postulados dirigidos 
al ámbito local que han dado cuenta de la cercanía geográfica en-
tre representantes y representados, como un espacio favorable para 
el complemento participativo a la democracia representativa. Esta 
postura sobre el problema ha predominado desde fines de los años 
ochenta, en el campo académico, sobre todo en las corrientes plura-
listas (Dahl 1991). 

Desde comienzos de los años noventa, esta tendencia a vincular 
lo local con la participación ha cobrado fuerza entre los autores lati-
noamericanos y europeos encolumnados en corrientes de tipo insti-
tucionalista o vinculados con los movimientos sociales (Cunill Grau 
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2 El pp comenzó a desarrollarse en 1989, de la mano del gobierno de Olivio Dutra del 
Partido de los Trabajadores. Después se extendería a otros municipios de Brasil y a otros países. 

1991; Cabrero Mendoza 2002; Subirats 2003; Blanco y Gomá 2003; 
Sousa Santos 2002). Así, la escala local-municipal aparece como ám-
bito destacado de la participación ciudadana y, en un contexto de 
globalización, se vincula también con consideraciones funcionales, 
como los procesos de descentralización en sus distintas versiones y 
sus ventajas, para gestionar problemas más eficazmente. Las instan-
cias políticas locales o municipales adquieren relevancia y, como se-
ñalan Lefebvre y Le Bart (2005), el valor de la proximidad se plantea 
como una evidencia social, apoyado en un juego de equivalencias, 
con un efecto simbólico poderoso: proximidad = implicación = 
participación = eficacia = legitimidad.

En estos términos, tanto en Argentina como en otros países de 
América Latina e incluso del hemisferio norte, las formas de expre-
sión de la ciudadanía se han ampliado significativamente. La legiti-
midad electoral conferida por el sufragio ya no se cuestiona como 
fuente del poder legal, pero se vuelve insuficiente para los gober-
nantes a la hora de tomar decisiones. El debate sobre la participación 
ciudadana remite así, en definitiva, a los vínculos que se establecen 
entre el Estado y la sociedad civil, y a cómo los diferentes actores 
intervienen en el espacio público y de gobierno. Es necesario aclarar, 
no obstante, que una estrategia sustentada en la participación debe 
considerar las dificultades y conflictos asociados con este tipo de 
procesos (inclusión amplia de actores sociales, aprendizajes genera-
dos, apertura real o no de las autoridades). 

El presupuesto participativo como nueva forma 
de intervención pública en el ámbito local 

Con el pp aparece en la escena urbana latinoamericana una forma 
novedosa de gestión participativa, con eje en un patrón de ciuda-
danía activa y búsqueda de legitimación democrática. Desde sus co-
mienzos, en Porto Alegre (Brasil), y su extensión a otros países,2 el 
pp puede definirse como un mecanismo de participación y delibe-
ración ciudadana, a través del cual se discute la utilización de una 
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cantidad determinada de recursos públicos para resolver problemá-
ticas urbanas prioritarias para los vecinos (servicios, equipamientos 
e infraestructuras). Este instrumento, que busca conectar la acción 
del gobierno con las demandas ciudadanas a partir de reuniones y 
asambleas periódicas, donde la población debate y se expresa sobre 
las prioridades en la aplicación de los recursos locales, supone el des-
pliegue de nuevas formas de cogestión pública y una combinación 
de democracia directa y semidirecta (por la elección de delegados) 
en la toma de decisiones (Sánchez 2004; Torres Ribeiro 2003; Sousa 
Santos 2002). 

De este modo, el fundamento básico del pp es que la participación 
ciudadana no se reduce a la elección de los gobernantes (democra-
cia representativa), sino que debe incluir también decisiones toma-
das en conjunto por los gobernantes y los ciudadanos en materia 
de políticas públicas (democracia participativa). En esos términos, a 
través de dicho instrumento es posible llevar a la práctica procesos 
de cogestión de los asuntos públicos entre el gobierno y los actores 
sociales permitiendo profundizar la democracia en la esfera local. 

Entre las potencialidades del pp, algunos autores destacan la relegi-
timación de las prácticas políticas y el despliegue de relaciones más 
horizontales y menos mediadas entre los gobernantes y la ciudada-
nía; la mejora de la gestión local en términos de mayor trasparencia y 
capacidad para incidir en las condiciones de vida de la población; la 
redistribución de los recursos hacia sectores vulnerables y la demo-
cratización de las relaciones Estado-sociedad, mediante la creación de 
una esfera pública no estatal (Llamas 2004; Azevedo 2008; Goldfrank 
2006; Texeira et al. 2004; Avritzer 2003; Sousa Santos 2002). 

La aplicación del pp como instrumento democratizador no res-
pondería a un modelo único e incuestionable, sino a la confluencia 
de distintos matices acerca de su significado. Desde una visión más 
instrumental, el pp se concibe como “un proceso a través del cual los 
ciudadanos pueden contribuir en la toma de decisiones acerca del 
presupuesto gubernamental” (Goldfrank 2006, 4). En la línea políti-
ca de sus impulsores, en Porto Alegre, se ha definido como 

un proceso de democracia directa, voluntaria y universal, donde 
el pueblo puede discutir y decidir sobre el presupuesto y las po-



279Carmona, Martínez/Presupuesto en la región metropolitana de Buenos Aires

líticas públicas. El ciudadano no limita su participación al acto de 
votar para elegir al Ejecutivo o al Parlamento, sino que también 
decide las prioridades de gastos y controla la gestión de gobier-
no. Deja de ser un coadyuvante de la política tradicional para 
ser protagonista permanente de la gestión pública (Genro y De 
Souza 1998, 123). 

Llamas (2004, 330) señala que el pp es

una herramienta de intervención ciudadana, probablemente la 
más compleja y conocida de las modalidades de democracia par-
ticipativa local, que permite implicar a la población en la toma 
de decisiones públicas y persigue promover la participación de 
la población en la gestión pública, concretamente en la toma de 
decisiones sobre los gastos y recursos de la planificación presu-
puestaria. Donde en última instancia, el valor agregado es la dis-
minución de las desigualdades y la reducción de la segregación 
espacial y social.

En presencia de tales matices, resulta claro que este mecanismo 
debe adaptarse a las particularidades y tiempos de cada contexto, lo 
que conlleva a considerar la capacidad asociativa de la población, los 
problemas propios de la ciudad y la disposición de las autoridades 
de gobierno para llevar a cabo el proceso. Aspectos tales como la fle-
xibilidad del modelo, su adecuación en el tiempo y la metodología 
utilizada se plantean también como cuestiones relevantes. En estos 
términos, el propósito último del pp es reformular las relaciones de 
los ciudadanos con los gobiernos, de tal modo que responda al défi-
cit actual de las democracias. Se presenta como una herramienta va-
liosa para articular capacidades de los actores estatales y no estatales 
y desarrollar principios de ciudadanía, dentro de una corriente crí-
tica y renovadora de los postulados de corte neoliberal, imperantes 
durante la década de 1990. 

El abordaje de este objeto de estudio remite fundamentalmente 
a la última década, aunque es posible identificar la evolución de 
los enfoques adoptados para su análisis. De esta forma, así como 
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en Cabannes (2005)3 se identifican tres etapas en el diseño del pp, 
Montecinos (2009, 272) plantea la existencia de tres generaciones 
de estudios que lo analizan: 

•	 Los estudios de primera generación destacan las bondades y virtudes del 
pp a partir de la experiencia brasileña; incluyen trabajos sobre sus 
potencialidades y limitaciones (Azevedo 2008; Sánchez 2004). 

•	 Los estudios de segunda generación se dedican a identificar el diseño ins-
titucional y la metodología que ha determinado su implementa-
ción en América Latina, tanto en relación con los resultados de la 
implementación (Goldfrank 2006) como en términos compara-
tivos entre países (Cabannes 2005; Blanco 2002).

•	 Los estudios de tercera generación ponen el acento en los vínculos que se 
producen entre los pp y las instituciones de la democracia repre-
sentativa, ya sea entendiéndolos como un mecanismo de innova-
ción democrática (Llamas 2004; Rendón Corona 2004 y 2006; 
Cuenca Botey 2008) como un dispositivo que mejora y relegiti-
ma el sistema democrático (Abascal 2004; Montecinos 2009) o 
como una herramienta de descentralización o desconcentración 
política (Montecinos 2006).

El presupuesto participativo 
en la región metropolitana de Buenos Aires

En los últimos años, distintos trabajos han analizado los mecanismos 
de participación ciudadana en el marco de la rmba (Martínez y Are-
na 2013; Escribal 2011; Annunziata 2011; Carmona 2008 y 2009; 
Parra 2009; Rossi y Pavese 2009; Carmona y Anzoátegui 2010). Este 
territorio, que comienza en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se 
extiende a un conjunto de partidos de la provincia de Buenos Aires, 
sobre la base de las principales cabeceras de las líneas del ferrocarril, 

3 Según Cabannes (2005, 8), desde su surgimiento en 1989 en Porto Alegre, hasta la actua-
lidad, se pueden identificar tres fases en la evolución del pp: a) 1989-1997: experimentaciones; 
b) 1997-2000: masificación brasileña y c) desde el año 2000 en adelante: expansión fuera de 
Brasil y diversificación. 
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constituye el principal aglomerado urbano del país con cerca de 15 
millones de habitantes, y conforma una de las áreas metropolitanas 
más importantes a escala global –la segunda de América del Sur y 
una de las veinte mayores del mundo– (véase figura 1). 

En este contexto, el pp merece especial atención por su expan-
sión en el último lustro. Se presenta entonces el análisis particular 
de nueve experiencias con pp en la rmba, a partir de información 
recolectada en la II Encuesta nacional a municipios con presupues-
to participativo de 2011,4 y donde se consideraron una serie de 
dimensiones clave que se trabajan a continuación. En primer lugar 
está la político-institucional, que da cuenta de la influencia que este 
mecanismo genera en las relaciones políticas del territorio, sus po-
sibilidades en tanto herramienta de profundización democrática y 
construcción de ciudadanía como en lo que refiere a los diseños 
institucionales implementados. 

En segundo término, se contemplan tres dimensiones: a) la intra-
burocrática, sobre la base del impacto que el pp produce en el apara-
to municipal y sus formas de funcionamiento; b) una participativa, 
que considera los aspectos distintivos que caracterizan los tipos de 
participación de la ciudadanía y espacios de articulación multiacto-
ral generados y c) se examina una financiero-distributiva, que abor-
da la importancia del pp en relación con el presupuesto municipal y 
las diversas formas de distribución en la asignación de sus recursos.

En tal sentido, y a partir del marco teórico-conceptual desarrolla-
do, algunas de las principales preguntas que se plantean, en relación 
con las dimensiones citadas son: ¿qué rol ha cumplido el pp en el 
escenario reciente de la región, como elemento de cambio político-
institucional, social y de gestión pública local?; ¿qué particularida-
des presenta en términos de implementación y diseño institucional?; 
¿es el pp un instrumento de innovación política y democratización 
ampliada o sólo constituye un mecanismo de legitimación guber-

4 Realizada por el equipo de la ungs, con el apoyo de la Secretaría de Relaciones Parlamen-
tarias de la Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación (Coordinadora de la Red Argentina 
de Presupuesto Participativo) y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (unicef, por 
sus siglas en inglés), Argentina. Asimismo, para algunas experiencias se incluyen datos corres-
pondientes a la primera ola de la citada encuesta levantada en 2008, por el mismo equipo de 
la ungs.
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namental o reproducción encubierta de prácticas políticas tradicio-
nales?; ¿qué tensiones y conflictos genera su desarrollo en la diná-
mica política local y en la articulación de instancias de democracia 
participativa y representativa?; ¿qué tipos de participación y grados 
de apertura de las decisiones exhibe?; ¿cuáles son sus alcances y efec-
tos dentro de la estructura burocrática municipal?; ¿qué vinculación 
muestra el pp con otras políticas y ámbitos de planificación guberna-
mental –local, provincial, nacional –?; ¿cuál es la importancia finan-
ciera del instrumento en los presupuestos municipales y cuáles son 
las principales formas de distribución de los recursos?

Dimensión político-institucional

El análisis sobre el grado de institucionalidad del pp en las expe-
riencias consideradas puede plantearse a partir de la densidad del 
entramado normativo que le da sustento. Es posible apreciar al res-
pecto, que en más de la mitad de las experiencias se cuenta con una 
ordenanza municipal que consagra al pp. Cabe destacar que por la 
naturaleza de éste, independientemente de su legalidad, su sustenta-
bilidad en el tiempo depende, en buena medida, de su legitimidad. 
En tal sentido, el autorreglamento del proceso, en tanto permita una 
mayor apropiación por parte de la ciudadanía, surge como una op-
ción interesante, utilizada en uno de los casos (Zárate).

Otro factor que puede atentar contra la permanencia en el tiempo 
del pp es la ausencia de consenso entre las fuerzas políticas del ámbito 
local acerca de su deseabilidad, en especial ante escenarios de cam-
bios en el color político de las autoridades municipales. Al respec-
to, una forma de tender hacia la neutralización de tal amenaza a la 
continuidad del pp es contar con el apoyo de las fuerzas políticas que 
integran el Concejo Deliberante. Si bien es necesario que tal apoyo 
se manifieste a la hora de sancionar la ordenanzas de creación del pp, 
eso no es suficiente.

Lo ideal es lograr un compromiso activo de los legisladores loca-
les con el pp, lo que es posible si se prevé un espacio para la partici-
pación de ellos en el proceso, por ejemplo la integración del consejo 
del pp con consejeros ciudadanos y funcionarios municipales, tal 
como está contemplado en algunas de las experiencias. Sin embar-



Región y sociedad / año xxvi / no. 61. 2014284

go, la participación de los concejales en los procesos de pp no ha ad-
quirido aún la importancia que amerita. Así, respecto a la relevancia 
asignada al Concejo Deliberante en los procesos de pp de la rmba, 
resulta ilustrativo que en un tercio de los municipios examinados 
el Poder Legislativo tenga un papel poco o nada relevante en ellos.

En relación con la sustentabilidad de las experiencias, cabe des-
tacar los casos de los municipios General San Martín y San Fernan-
do con fuerte presencia político-institucional y social; en ambos se 
trataba, a fines de 2011, de experiencias con cierto recorrido (San 
Martín desde 2005 y San Fernando desde 2008), aunque en el se-
gundo la participación, la asignación presupuestaria, la dotación de 
personal dedicado al pp y la institucionalización normativa resultan 
notoriamente mayores que los del primero, asimismo se destacó la 
existencia de pp Joven en San Fernando y no fue así en San Martín. 
Sin embargo, a partir del cambio de intendentes en ambos distritos, 
como resultado de los procesos electorales de fines de 2011, la ex-
periencia de San Fernando, la más consolidada fue discontinuada, 
mientras que la de San Martín, la menos desarrollada hasta enton-
ces, tuvo un relanzamiento en 2012, cuando alcanzó picos de par-
ticipación nunca antes experimentados.5 Se comprueba entonces la 
complejidad de la relación entre la consolidación de los procesos, 
su institucionalización y su sustentabilidad ante cambios políticos. 

Es decir, que la escasa vinculación del pp con los poderes legisla-
tivos locales y su reducida institucionalización conspiran contra su 
sustentabilidad en el tiempo, y generan dudas acerca de hasta qué 
punto no se configura como una mera estrategia de legitimación 
política por determinadas autoridades, quedando entonces vulne-
rable al ciclo político, debido a su poco arraigo entre la ciudadanía.

En relación con las metodologías aplicadas para el despliegue 
del pp, el criterio predominante en Argentina es el territorial y en 
la rmba, en especial, no se han registrado experiencias que hayan 
adoptado una forma temática.6 Ello restringe la capacidad de esta 

5 Sin embargo, la participación se ubicaba en torno a 1 por ciento de la población.
6 En el primero de los casos se trata de favorecer la aplicación de esta política en todo el te-

rritorio de los distritos en cuestión, y fortalecer el entramado comunitario propio de las zonas 
en que suele subdividirse la superficie del municipio. En las experiencias temáticas se trata de 
pensar a la ciudad en su conjunto contemplando cuestiones trasversales, que excedan el ámbito 
territorial de pertenencia inmediata de vecinos y vecinas.
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herramienta para “construir ciudad” o pensar los problemas colec-
tivos en una escala superior a la barrial.

Así, en general, los proyectos elegidos corresponden a las zonas 
en que se divide el territorio para la implementación del pp. Los re-
sidentes de dicha zona pueden realizar tal elección o bien el meca-
nismo previsto consiste en que los vecinos de toda la ciudad escojan 
los proyectos que se van a ejecutar en cada espacio-foro. A su vez, los 
métodos para escoger los proyectos en general oscilan entre el logro 
de un consenso, en cuanto a la priorización, o bien a una votación.

Un grupo importante de municipios opta por el consenso; en 
algunas experiencias, y cuando no es posible lograrlo, la reglamen-
tación prevé reemplazar tal condición por la de mayoría simple pro-
ducida en una votación. En otras ocasiones la elección toma una 
forma mixta, ya que las prioridades y temáticas por considerar se 
determinan por consenso, mientras que los proyectos específicos 
que se desarrollan en el marco de ellas se someten a votación. 

En cuanto a las formas de sufragio, además de las clásicas opcio-
nes del voto a mano alzada o del secreto, en papel, se ha utilizado 
el voto electrónico, por servicio de mensaje corto de texto (sms, por 
sus siglas en inglés) e incluso se exige como requisito ser miembro 
de alguna organización de la sociedad civil para participar en la 
toma de tal decisión.

Es claro que los mecanismos de votación, en tanto reproducen 
las formas de la democracia representativa, parecen exhibir un me-
nor potencial que dinámicas como el debate, la argumentación, la 
negociación y el arribo a consensos, en lo que concierne a la pro-
fundización de la experiencia democrática y la construcción de ciu-
dadanía. Sin embargo, ofrecen la posibilidad de ampliar la cantidad 
de participantes incrementando el atractivo político de esta herra-
mienta. En tal sentido, la combinación de instancias y formas de 
participación surge como una posibilidad promisoria.

En los municipios de la rmba, el diseño institucional de los pro-
cesos del pp suele completarse entre tres y cinco etapas; se aprecia 
una tendencia hacia la simplificación, ya que en más de la mitad 
de los casos, entre 2008 y 2011, se observó una reducción en la 
cantidad de etapas. Respecto a la duración, es posible advertir que 
las instancias de difusión, información, elaboración-formulación y 
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priorización –actividades previas a la ejecución y control de los pro-
yectos– ocupan, en conjunto, una media de seis meses al año en las 
experiencias consideradas, en la mayor parte de los casos comienzan 
entre marzo y mayo y finalizan entre septiembre y noviembre.

En las experiencias más consolidadas se verifica, en términos de 
diseño institucional, la existencia de aprendizajes, que van desde 
simplificar los procesos, adaptando las demandas de tiempo exigido 
para la participación, a las posibilidades reales de la población de los 
territorios. Tal proceso de aprendizaje es reconocido por los propios 
actores estatales, que consideran que el pp ha contribuido a mejorar 
la gestión. El principal factor que habría posibilitado tal mejora es el 
fortalecimiento de la relación entre ciudadanía y Estado, valorada en 
sus dos direcciones: a) el mayor conocimiento por parte del Estado 
municipal de las demandas de los ciudadanos y b) la cogestión de 
las decisiones públicas y la mayor trasparencia y visibilidad, tanto 
de las acciones de gobierno como de las figuras mismas de los fun-
cionarios.

Ello implica cierta apertura de las prácticas políticas, dada por 
una mejor comprensión de la dinámica del gobierno municipal por 
parte de la ciudadanía y una incipiente tendencia hacia la rendición 
de cuentas, al menos en lo que concierne a los proyectos del pp. Del 
mismo modo, en términos de las relaciones políticas del territorio, 
el pp posibilita el surgimiento de nuevos liderazgos, ya sea entre los y 
las participantes, como dentro de los equipos municipales, merced a 
su mayor exposición, situación no exenta de conflictos potenciales.

Por último, subsiste una cuestión de importancia que es, reto-
mando el concepto de gobernanza, la búsqueda de apoyos en otros 
actores sociales por los gobiernos locales a la hora de desarrollar un 
proceso de pp. Al respecto, la mitad de los municipios encuestados 
declaró haber recibido algún tipo de asistencia o apoyo externo para 
diseñar e implementar el pp, fundamentalmente de universidades 
(en 50 por ciento), del gobierno nacional (en 12) y de organizacio-
nes de la sociedad civil (en 38).

Respecto a las instituciones académicas, la Universidad Nacional 
de General Sarmiento brindó capacitación a los promotores terri-
toriales, y colaboró con el diseño e implementación del pp en los 
municipios de Zárate y San Miguel, donde incluso prestó asistencia 
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en la redacción de la ordenanza y el reglamento de pp. La Facultad 
Latinoamericana de Ciencias Sociales (flacso) proporcionó asistencia 
técnica al municipio de Quilmes en materia de diseño e implemen-
tación del pp. La Universidad Nacional de La Plata ayudó al municipio 
de Berisso a diseñar propuestas para espacios verdes. En cuanto a las 
organizaciones sociales, la Central de Trabajadores de la Argentina y 
Carta Popular colaboraron con la redacción de la ordenanza y regla-
mentación del pp en San Miguel y la Fundación F. Ebert permitió a 
Morón incorporar plenamente la dimensión de género en el pp. El 
Estado nacional ha intervenido, a través de la Jefatura de Gabinete 
de Ministros, por medio del Programa de Presupuesto Participativo 
a cargo de la Secretaría de Relaciones Parlamentarias que, entre otras 
acciones, coordina la Red Argentina de Presupuesto Participativo. 
En relación con los organismos internacionales, puede destacarse el 
creciente protagonismo que ha alcanzado últimamente unicef. Cabe 
destacar, entonces, el potencial que supone la acción colaborativa en-
tre las organizaciones para el desarrollo del pp como el trabajo en red.

Del análisis de la dimensión político-institucional surgen dudas 
acerca de la sustentabilidad del pp en contextos de baja institucio-
nalización, poca implicación de los legisladores locales y cambios 
en las autoridades municipales, como consecuencia de los procesos 
electorales. A su vez, el pp toma en la rmba un formato territorial, 
con un potencial restringido para producir pensamiento colectivo, 
en relación con las problemáticas trasversales de la ciudad y cierto 
foco en la escala barrial. 

Asimismo, los objetivos de los diseños institucionales son diver-
sos, van desde la masividad en la participación (con el voto de los 
proyectos por sms, como ejemplo extremo), hasta la generación de 
espacios de participación de alta intensidad (aun a costa de lograr 
menos participación), con algunas opciones intermedias que impli-
can un compromiso entre ambos objetivos.

También se verifica la existencia de ciertos aprendizajes en las 
experiencias más consolidadas, a partir de una interacción Estado-
sociedad más prolongada. Ello ha dado lugar a ciertas tendencias in-
cipientes hacia un mayor grado de apertura en la gestión de algunos 
gobiernos municipales y en sus procesos de toma de decisiones, 
aunque en algunas otras experiencias el mismo diseño institucional 
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restringe la participación a “la sociedad organizada” en línea con 
estilos de gestión más tradicionales.

En igual sentido, la generación de espacios de participación mul-
tiactoral donde, además de los gobiernos municipales, participan 
otras instituciones, como universidades, organizaciones sociales, 
organismos internacionales y dependencias de los otros niveles de 
gobierno lo que implica la posibilidad de elaborar el pp a partir del 
trabajo en red, y así fortalecer tal proceso.

Dimensión intraburocrática

Un aspecto central acerca de las condiciones básicas de funciona-
miento del pp es la estructura de personal dedicado a esta función, lo 
que puede apreciarse en la figura 2. En cuatro de nueve experiencias 
consideradas, el equipo que tiene a su cargo la implementación del 
pp consta de no más de diez personas y, en promedio, se trata de 
planteles que apenas si superan la docena de colaboradores.

En cuanto a la dinámica, puede apreciarse un notable crecimien-
to en la cantidad de funcionarios abocados a esta tarea. Así, si toman 
como referencia siete municipios de la rmba, para los que se cuenta 
con datos de 2008 y de 2010, se verifica que en dicho periodo se 
ha pasado de una dotación promedio de entre 6 y 7 trabajadores a 
otra de 12. Es decir, esas siete experiencias que se han consolidado 
a lo largo de los últimos años han visto casi duplicar su personal. 
Ello implica que el pp, para sostenerse en tanto política pública, re-

Fuente: ii Encuesta nacional a municipios argentinos con pp 
(ungs; Jefatura de Gabinete de Ministros). 

Personas destinadas al 
presupuesto participativo

Porcentaje

1–5 22

6–10 22

11–20 34

21–35 22

Figura 2
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quiere de un piso de recursos materiales, financieros y, en este caso, 
humanos.

Otro aspecto importante por considerar, y que interesa conocer, 
es si el pp, que suele tomar un enfoque territorial y pretende llegar 
a todas las regiones del distrito, se desarrolla en el marco de un 
proceso más amplio de descentralización territorial. Tal situación se 
verifica en dos de las nueve experiencias estudiadas. 

La necesidad de descentralizar la gestión no es inherente a todo 
gobierno local, sino que se relaciona con las características del te-
rritorio, en cuanto a su extensión, densidad de población y hetero-
geneidad; con la diversidad y cantidad de servicios prestados por el 
gobierno local y con la voluntad política del Poder Ejecutivo muni-
cipal al respecto. Lo que resulta claro es que el pp, sobre todo en su 
vertiente territorial, representa una política de ejecución descentra-
lizada, en tanto las asambleas se realizan en los distritos del muni-
cipio. En tal sentido, presenta complementariedades con una forma 
de gestión descentralizada, que contemple la existencia de unidades 
de atención ciudadana en los barrios, incluso a la hora de facilitar 
el control ciudadano de los proyectos, al no exigir la asistencia de la 
población de toda la ciudad a las oficinas centrales.

En la misma dirección, interesa conocer si el pp es la única políti-
ca participativa del gobierno municipal respectivo, o si forma parte 
de un abanico de medidas que buscan fortalecer la democracia de 
proximidad fomentando la participación ciudadana. Con respecto 
a ello, es claro que el pp pertenece a un entramado más amplio de 
políticas participativas, que existe en 78 por ciento de los casos exa-
minados, y refrenda la idea de que ha reforzado la legitimidad en 
los regímenes locales, de hecho 25 por ciento de los encuestados 
sostiene que el pp ha contribuido a generar “mayor transparencia y 
confianza en la administración”.

El universo de dichas políticas participativas incluye los planes 
estratégicos municipales, los consejos consultivos y los foros temá-
ticos (seguridad, adultos mayores, mujeres, niños/as y adolescen-
tes, juventud, discapacidad), los foros de economía social y turismo 
y educación, los parlamentos juveniles, las audiencias públicas, la 
banca xxi, las encuestas de satisfacción y expectativas ciudadanas y 
los defensores del pueblo.
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Resulta claro que el pp, en tanto política descentralizada (en espe-
cial en su versión territorial, que prima en la rmba) cuenta con ma-
yores posibilidades de éxito en el marco de procesos más amplios 
de descentralización territorial. Asimismo, conformar un conglo-
merado de políticas participativas permite canalizar problemáticas 
y cuestiones que no son propias del pp a otras instancias de articu-
lación Estado-sociedad. Surge entonces el interrogante acerca de si 
el pp podría operar, en ciertos contextos y situaciones, como una 
suerte de “punta de lanza” de las políticas participativas y de la des-
centralización municipal, y así contribuir a desencadenar procesos 
más amplios, que incluso podrían llegar a superarlo.

Sin embargo, en el corto plazo, el aspecto sobresaliente de la 
dimensión intraburocrática se relaciona sobre todo con la capaci-
dad de los gobiernos locales para ejecutar, en tiempo y forma, los 
proyectos priorizados en el pp. En general, se trata de un conjunto 
de ellos a lo largo de todo el territorio municipal, de una escala re-
lativamente limitada. Se observa que son, en su mayoría, de infraes-
tructura urbana o comunitaria, es decir, gastos de capital vinculados 
con construcciones y reparaciones pequeñas. Aparecen también, 
aunque en menor medida, proyectos relacionados con cultura, edu-
cación, salud o de índole socioproductiva.

La gran importancia del proceso de ejecución de los proyectos 
surge de que la idea básica del pp es que la ciudadanía decide el 
destino de parte de los recursos públicos, por lo que si esto no se 
materializa como es debido la credibilidad del mecanismo puede 
encontrarse seriamente comprometida, e incluso amenaza su super-
vivencia. El grado de ejecución de los proyectos del pp, según los 
funcionarios implicados, se acerca al óptimo en la mayor parte de las 
experiencias de la rmba.

No obstante ello, y con especial atención a los casos en que los 
niveles de ejecución resultan insuficientes, una respuesta posible a la 
necesidad de agilizar la realización de las obras y de estrechar el vín-
culo entre ejecución y participación está dada por la posibilidad de 
implementar mecanismos de cogestión con la ciudadanía en la eje-
cución de los proyectos escogidos en el marco del pp, alternativa que 
permitiría profundizar la participación popular e incluso impulsar el 
desarrollo local y la economía social en los territorios. Tal forma de 
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operar es muy incipiente en Argentina en el marco del pp; destacan 
las experiencias realizadas por los municipios que llevan adelante sus 
procesos brindando singular importancia a la participación de la ciu-
dadanía integrada en organizaciones sociales o entidades vecinales. 

Si, como se afirmó, la sustentabilidad del proceso requiere una 
ejecución adecuada de los proyectos, entonces la labor de las diver-
sas áreas municipales cobra gran importancia. Dicho diagnóstico es 
compartido por los encuestados, quienes por lo general le asignan 
gran relevancia a las estructuras técnicas sectoriales del municipio 
(en 89 por ciento de los casos catalogan de relevante o muy relevante 
la actuación de estos sectores).

No sorprende entonces, que entre los aspectos que dificultan una 
mejor aplicación del pp, los encuestados se hayan enfocado en los 
conflictos que emergen dentro del Estado municipal; tanto la falta de 
coordinación entre áreas, como la insuficiencia de recursos, que re-
percuten en demoras en la ejecución de las obras. También se señala 
la resistencia de las burocracias al cambio, con lo que se expone la 
ruptura que significa el pp en la cultura organizacional tradicional de 
la gestión pública local y la visibilidad insuficiente de la política en el 
territorio, lo cual, si se combina con demoras en la ejecución de los 
proyectos puede perjudicar gravemente los niveles de participación. 
A su vez, en territorios extensos y muy poblados, surgen dificultades 
para cubrir toda la superficie o a todos los habitantes, y lo exiguo 
de los montos en cuestión impiden desarrollar proyectos de gran 
envergadura.

En tal sentido, es importante el potencial del pp para mejorar la 
gestión pública en la región, mediante un aprendizaje de formas de 
trabajo más participativas, el fortalecimiento de la articulación entre 
las áreas del gobierno local, el impulso a los procesos de desconcen-
tración/descentralización y la posibilidad de implementar en mejor 
forma otras políticas de planificación participativa, como el Plan Es-
tratégico. 

Cabe destacar que en atención a estas dificultades y potencialida-
des del pp, así como a los rasgos específicos de cada experiencia es 
de esperar que todos los años se introduzcan modificaciones en la 
conformación de los procesos, de tal modo que mejore su funciona-
miento. En 41 por ciento de los casos examinados hubo modificacio-
nes en las reglas del pp. 
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Entonces, como aspectos sobresalientes de la dimensión intrabu-
rocrática, se puede apreciar la necesidad de dotar al área del pp de 
un piso de recursos humanos y organizacionales, imprescindibles 
para su buen funcionamiento. En igual sentido, también surge un 
marco general de descentralización y de proliferación de otras polí-
ticas participativas, propicio para su buen desarrollo. Pero, sin duda, 
el aspecto central, no sólo para un desempeño óptimo del pp, sino 
para su mera supervivencia, pasa por su capacidad para articular con 
las diversas áreas técnicas del gobierno municipal respectivo, y para 
incidir en la dirección de un cambio en la cultura organizacional 
tradicional de los gobiernos locales, caracterizada por la opacidad, 
centralización, compartimentación y concentración de los espacios 
de decisión en la máxima jerarquía.

Dimensión participativa

En primer lugar, un requisito básico para la participación, en tér-
minos de cantidad, es la comunicación; en cuanto a su calidad, sólo 
puede considerarse como tal si se basa en el acceso previo a la in-
formación. En referencia a los medios adoptados para difundir esta 
política e informar a la población acerca de ella, en los municipios 
analizados se advierte una utilización mayor de algunos sobre otros 
(véase figura 3). 

Es claro que existe una disparidad entre la cantidad y profundidad 
de la información que contienen estos medios de comunicación, y 
su capacidad para captar y mantener la atención de las personas. Dos 
formas muy difundidas para informar a la ciudadanía sobre el pp son 
la “cartelería y la folletería” y los “medios de comunicación”. Sin 
embargo, son las “instancias de diálogo directo con la ciudadanía” 
(una de las formas menos utilizadas para informar sobre el pp) las 
que permitirían a la población obtener una información más pro-
funda sobre este mecanismo participativo.

Entre las dificultades para lograr una combinación adecuada de 
estas estrategias de comunicación, que logren adaptarse a las reali-
dades de cada territorio y a la idiosincrasia de cada población, re-
salta la necesidad de redoblar esfuerzos para generar más visibilidad 
del instrumento. De este modo, el hecho de que cerca de la mitad de 
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los municipios encuestados reconozca un grado de visibilidad de la 
política regular muestra con claridad que se trata de un aspecto que 
se requiere mejorar.

Así, se verifica que, en promedio, 2.4 por ciento de la población 
de los distritos de la rmba examinados ha formado parte de la elec-
ción de los proyectos del pp. Sin embargo, se aprecian realidades 
muy diversas en los distintos territorios, visibles por ejemplo en 
el hecho de que en más de la mitad de los municipios reseñados 
la población participante no llega a 1 por ciento del total. En este 
sentido, es importante señalar que en gran parte de los municipios 
que informaron sobre los niveles de participación en sus territorios, 
de 2008 a 2011, se advierte que ésta se habría triplicado siguiendo 
una tendencia semejante a la del conjunto de experiencias que, en 
todo el país, acumulan ya algunos años de desarrollo.

 En tal sentido, se advierte que las fallas a la hora de comunicar e 
informar acerca del pp repercuten en una baja participación inicial. 
A su vez, a lo largo del tiempo, la incapacidad para incrementarla no 
estaría ya tan vinculada con la estrategia comunicacional como con 
otras falencias del proceso, como el funcionamiento de los espacios 
asamblearios y los niveles de ejecución de los proyectos.

Fuente: ii Encuesta nacional a municipios argentinos con pp (ungs; Jefatura de Gabinete de 
Ministros). 

Figura 3

Formas de informar sobre el pp (respuesta múltiple) %

Cartelería y folletería (en la vía pública, domiciliaria y en sitios clave) 89

Medios electrónicos (web site, mail, portales y redes sociales) 78

Medios de comunicación locales (gráficos, radiales y televisivos) 67

Personalizado a instituciones y personas movilizadas 44

Instancias de diálogo directo con la ciudadanía (reuniones, recorridos 
orientados, tocar timbres en los hogares)

22

Propagación callejera (por medio de autoparlante o avioneta) 11
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Un aspecto por considerar se vincula con los requisitos previstos 
del proceso del pp para participar. Independientemente de la do-
cumentación requerida en cada caso (comprobantes de identidad 
y domicilio), en aquéllos en que se considera una concepción de 
ciudadanía más amplia, que incluye, además de los residentes, a las 
personas con actividad económica o educativa en el distrito o que 
hagan “vida de barrio” en el mismo o de la edad mínima para par-
ticipar (16 años, criterio adoptado en la reciente reforma electoral 
nacional), interesa señalar que en ciertos casos, la participación no 
se realiza en calidad de ciudadano individual sino como represen-
tante o miembro de alguna organización de la sociedad civil. Así, en 
La Matanza, el municipio más poblado de la Argentina con casi dos 
millones de habitantes, es necesario ser miembro de alguna insti-
tución en sentido amplio: establecimiento educativo, organización 
no gubernamental, sociedad de fomento, iglesia, centro de salud o 
club, entre otros. En estos términos, en gran parte de los municipios 
estudiados el protagonismo previsto para las diversas instituciones 
de la sociedad civil se considera relevante o muy relevante. 

La otra forma habitual de intermediación en la participación sur-
ge de la elección de delegados o consejeros del pp, con un mayor gra-
do de involucramiento y compromiso en el proceso que el común 
de los participantes. En efecto, tal práctica está presente en las dos 
terceras partes de los municipios de la rmba examinados. Los delega-
dos, elegidos por sus pares, suelen formar parte, una vez concluida 
la etapa de diagnóstico o identificación de problemas, de la elabora-
ción definitiva de los proyectos, junto con los funcionarios munici-
pales de las áreas técnicas correspondientes. Asimismo, suelen tener 
especial protagonismo en la etapa de control de la ejecución. 

Las formas de intermediación que surgen de la propia dinámi-
ca de los procesos de pp (elección de delegados) permiten combi-
nar claramente espacios más amplios de participación (asambleas 
territoriales plenarias) con instancias de mayor intensidad (comi-
tés de viabilidad de los proyectos) e incluso dar lugar a formas de 
construcción de una mirada común para el conjunto de la ciudad 
(concejo ciudadano). En contrapartida, la participación limitada a 
los miembros de instituciones de la sociedad civil restringiría el po-
tencial democratizante del pp, impediría la intervención de personas 
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que lo hacen por primera vez, con efecto mayor en territorios con 
menor tradición asociativa.

En la participación en las asambleas se observa, por lo general, 
en los casos reseñados mayor presencia femenina (59 por ciento). 
Es decir que, pese a que en la mayoría de las experiencias de la rmba 
no existen cupos que garanticen un piso de representación de dele-
gadas, la participación femenina en las instancias directas es mayor 
que la masculina en el grueso de los casos examinados. En tal senti-
do, se destaca que en un tercio de ellos existen criterios de género a 
la hora de escoger delegados, de tal modo que se garantice un piso 
de representación para ambos sexos.

Asimismo, interesa conocer las políticas adoptadas para estimu-
lar la participación de las y los jóvenes, otro grupo de la población 
con problemáticas propias. Así, mediante la implementación del pp 
Joven, una tercera parte de los distritos considerados atiende esta 
cuestión. A su vez, otros dos gobiernos locales de la encuesta han 
manifestado su interés por aplicarlo en un futuro próximo y en Mo-
rón, otra experiencia consolidada, se realizan actividades específicas 
para integrar, en asambleas separadas pero en el ámbito del pp ge-
neral, tanto a adolescentes que van a la escuela como a quienes no 
asisten. A su vez, casi la mitad de los municipios encuestados declara 
haber emprendido acciones concretas de discriminación positiva di-
rigidas a los grupos más vulnerables de la población. 

Todo ello implica que, en muchos casos, los pp de la rmba poseen 
un elevado grado de apertura en lo que concierne a la participación, 
porque los requisitos son laxos y por la incorporación de meca-
nismos orientados a fomentar especialmente el involucramiento de 
grupos de la población, como las mujeres y los jóvenes, que suelen 
enfrentar mayores obstáculos para hacerlo. 

Las autoridades municipales encuestadas (funcionarios a cargo 
del pp) destacan, entre los aspectos más relevantes vinculados a esta 
política, la generación de canales de participación ciudadana infor-
mada y no intermediada, en materia de planificación y cogestión 
de políticas locales, con énfasis en la corresponsabilidad y un ma-
yor conocimiento de la ciudadanía de las capacidades del gobierno 
local. Del mismo modo, se menciona, por su naturaleza abierta, la 
posibilidad de incitar la participación de sectores de la población 
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que por lo general están excluidos de tales prácticas, y en tal sentido 
se genera una auténtica redistribución de la participación y el poder 
entre la ciudadanía, proceso aún más rico si logra construir en ella 
una visión más integral y solidaria del territorio. También se destaca 
su repercusión en términos de mejorar la articulación entre el go-
bierno local y las organizaciones de la sociedad civil.

En consecuencia, cabe destacar la necesidad de mejorar los pro-
cesos de comunicación e información del pp, para posibilitar una 
mayor participación inicial, que podrá sostenerse e incrementarse 
en el tiempo, en tanto la calidad de cada proceso y el cumplimien-
to de los proyectos priorizados por la ciudadanía lo permitan. En 
relación con los espacios de participación generados, suelen ser bas-
tante abiertos incentivando la presencia de mujeres y jóvenes. Y con-
templan, en general, instancias de intermediación y delegación que 
permiten una participación de mayor intensidad para quienes tienen 
vocación y compromiso. En los casos en que ésta se limita a integran-
tes de organizaciones hay menor apertura, en especial en sociedades 
con un entramado asociativo de baja densidad.

Dimensión financiero-distributiva

Un primer examen sobre los recursos asignados al pp en el conjunto 
regional muestra que concentra en la rmba, en promedio, 2.7 por 
ciento del total de los municipales (en el país el guarismo es de 
1.8). Un dato importante es que en más de la mitad de los casos los 
recursos involucrados oscilan entre 3 y 7 por ciento. 

Por lo general, la fuente de financiamiento del pp suele corres-
ponder a recursos generales, excepto en alguna experiencia puntual 
que se vincula al rubro “proyectos especiales”, con financiamiento 
externo. En relación con la evolución en el tiempo de los recursos 
del pp, es posible afirmar que un grupo importante de municipios 
de la rmba (cuatro, con información previa referida a esta temática) 
tuvo un incremento entre 2008 y 2011, cercano a 54 por ciento 
de recursos totales. En cada experiencia, el monto que se pone a 
consideración de la población depende de la estructura general de 
recursos y gastos de cada distrito, así como de la voluntad política 
expresada al respecto, sin que pueda apreciarse la existencia de un 
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rango óptimo independiente de la realidad de cada territorio, más 
allá de un piso significativo que otorgue cierta relevancia financie-
ra a los proyectos. De esta forma, para el universo considerado, se 
ejecutó en 2011 una media de 51 proyectos por municipio, con un 
valor promedio de 200 mil pesos por cada uno (alrededor de 50 
mil dólares).

Así, en términos financieros, si se compara el porcentaje del pre-
supuesto municipal destinado al pp con los niveles relativos de par-
ticipación no se advierte una relación lineal, en el sentido de que a 
mayor monto puesto a debate público, hay más participación. Sí se 
verifica la existencia de ciertos límites mínimos de significatividad, 
esto es, para que el monto destinado al pp resulte en una propuesta 
atractiva para la ciudadanía, debe comunicarse antes de la participa-
ción, y superar cierto umbral mínimo.

Una vez determinado el monto correspondiente al pp y dado que 
la metodología predominante consiste en la elaboración de proyec-
tos en el ámbito de los foros barriales,7 cabe preguntarse acerca de 
la forma en que se determina la distribución de los recursos del 
pp entre los foros. De nuevo surgió una modalidad predominante,  
la división igualitaria de los montos al considerar entre los foros, 
esto es, una distribución en partes iguales. En algunas experiencias 
no corresponde referirse a un determinado patrón de distribución 
territorial a priori de la distribución de recursos del pp, sino a los 
resultados a posteriori de ella. Esto obedece a que en dichos casos 
no se predetermina un monto específico de recursos municipales 
para ser asignados por medio del pp, sino que la ciudadanía genera 
y prioriza propuestas y proyectos, que luego serán ejecutados por el 
gobierno local, en función de su viabilidad legal, técnica, estratégica 
y financiera. 

También surgen experiencias de una gran riqueza en cuanto a 
formas de distribución territorial no igualitarias de los recursos del 
pp, que promueven, con un carácter equitativo, una mayor asigna-

7 En sentido amplio, ya que sólo 25 por ciento de las experiencias consideradas de la rmba 
tomaban como subdivisión los barrios, es decir, un barrio = un foro, pero en el resto se uti-
lizan las divisiones que surgen de la descentralización municipal, regionalizaciones ad hoc o 
alguna combinación de tales criterios, que siempre refieren a una base barrial. 
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ción a las zonas más desfavorecidas. En cuatro distritos densamente 
poblados de la rmba se combina la distribución territorial por partes 
iguales (por medio de la cual los territorios en que se divide el mu-
nicipio, para la implementación del pp, reciben la misma cantidad 
de dinero) con distintos indicadores que buscan mejorar la equidad 
social.

Es decir, establecer criterios equitativos (no igualitarios) en la 
distribución territorial de los recursos del pp surge como una ne-
cesidad, si es que se pretende orientar el proceso a partir de los 
principios de la justicia social, sobre todo en los municipios de la 
rmba, muy heterogéneos en lo relativo a la distribución espacial de 
la actividad económica y de la riqueza, y en lo concerniente a las 
condiciones de vida de la población que habita en cada zona. 

Las principales cuestiones que surgen de la dimensión financie-
ro-distributiva son la necesidad de establecer un umbral mínimo de 
recursos para discutir en el pp, como forma de despertar el interés de 
la población, y el establecimiento de criterios de justicia social en la 
distribución territorial de sus recursos, como una forma de integrar 
los aspectos políticos, sociales y económicos de la democracia.

Consideraciones finales 

Los grandes cambios sociales y políticos de las últimas décadas plan-
tean la emergencia de enfoques más amplios en la articulación y 
participación de distintos actores, en la formulación e implemen-
tación de políticas públicas. El pasaje hacia prácticas más legítimas 
y efectivas en la resolución de problemas supone, cada vez más, un 
profundo replanteo de los vínculos tradicionales entre el Estado y 
la sociedad y la democratización de sus relaciones. Este debate en el 
ámbito local adquiere particular importancia en el escenario argen-
tino de los últimos años, y se expresa de alguna forma en el desplie-
gue incipiente de nuevos mecanismos participativos e instrumentos 
de política. 

En este marco, un análisis sobre el desarrollo del pp en la rmba 
muestra algunas particularidades en función de las dimensiones 
consideradas. En materia de recursos y participación, el conjunto 
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regional exhibe cifras importantes en el país, aunque con realidades 
internas muy heterogéneas. Los formatos de la selección de proyec-
tos y formas de participación son diversos. En algunos casos se exige 
algún tipo de documentación para participar en las instancias del 
proceso, y se puede intervenir de manera individual o en tanto re-
presentante/miembro de alguna organización de la sociedad civil. 
Por otro lado, predomina, en la mayor parte de las experiencias, al-
gún grado de intermediación en cuanto a la elección de delegados o 
consejeros del pp.

En relación con las metodologías aplicadas, el criterio dominante 
es el territorial, con una distribución de recursos igualitaria o no, 
según el caso. Los municipios de la rmba ejercen el presupuesto par-
ticipativo en una secuencia que contempla entre tres y cinco etapas, 
en un promedio de seis meses. 

Por otro lado, se utilizan distintos medios para difundir la polí-
tica, aunque esto se combina con un grado de institucionalización 
todavía embrionario y dificultades para lograr buenas estrategias de 
comunicación, que le otorguen visibilidad al instrumento. Respecto 
a la inclusión en los procesos del presupuesto participativo, es posi-
ble advertir una importante participación femenina en las instancias 
directas (en algunos casos existen criterios de género a la hora de es-
coger delegados) y una paulatina incorporación de las y los jóvenes 
(fundamentalmente con el pp Joven).

En términos generales, los proyectos elegidos corresponden a las 
zonas en que se fracciona el territorio para la ejecución del pp; los 
residentes o los vecinos de toda la ciudad pueden seleccionarlos. Los 
métodos de elección fluctúan entre el consenso en cuanto a la prio-
rización o una votación. De esta manera, se han escogido en general 
proyectos de una escala limitada, aunque con altos grados de eje-
cución según los entrevistados. Por otra parte, en ocasiones el pp se 
vincula con procesos más amplios de descentralización territorial y 
un entramado vasto de políticas, que buscan reforzar la legitimidad 
de las administraciones locales en un contexto de crecimiento de la 
dotación de personal involucrado y la articulación con otros actores. 

Es posible identificar el siguiente conjunto de “luces” vinculadas 
al desarrollo del pp en la rmba: a) adopción creciente del mecanismo 
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por parte de los municipios;8 b) participación y conocimiento de la 
política a la alza entre la ciudadanía; c) mayor consolidación insti-
tucional/normativa de la herramienta y d) fortalecimiento de los 
equipos de pp. 

Cabe mencionar el empoderamiento popular observado en algu-
nos casos en los que incluso se ha llegado a instancias de autorregla-
mento (Zárate), o donde el pp ha surgido a partir de las demandas 
de la propia sociedad civil (San Miguel). En otros, el mecanismo 
guarda para sus organizaciones un rol muy relevante (La Matanza) o 
se inscribe dentro de un proceso de descentralización de la gestión 
municipal integrando un conjunto amplio de políticas participativas 
(Morón). Al mismo tiempo, es posible advertir la masificación de 
la participación por medio del uso de las nuevas tecnologías de la 
comunicación (La Plata) y el involucramiento activo de los legisla-
dores locales, como forma de incrementar la fortaleza política del pp 
(Berisso).

En cuanto a las “sombras” presentes con el despliegue de la he-
rramienta, cabe destacar un grado de penetración aún incipiente en 
el plano regional,9 una limitada sustentabilidad política del pp –vi-
sible tanto en casos que no lograron superar la etapa de experiencia 
piloto (como el municipio de Quilmes, donde apenas se realizó una 
prueba piloto en una sola localidad en 2010-2011) como otros que 
se consideraban entre los más “exitosos” (San Fernando)– y nive-
les de participación moderados, relacionados tanto con problemas 
de comunicación (baja visibilidad del pp) como de ejecución de los 
proyectos.

Otro de los mayores desafíos del pp en la rmba es desarrollar su po-
tencial transformador, en relación con las formas de funcionamiento 
de las burocracias locales, ya que la articulación entre las dependen-
cias municipales surge como un obstáculo recurrente en sus procesos 
de implementación, tanto en las etapas de difusión y viabilidad de los 
proyectos, como al momento de su ejecución. El presupuesto partici-
pativo en la rmba aparece, de esta forma, como una novedad, con un 
grado de desarrollo incipiente, y presenta algunos avances muy va-
liosos en términos políticos, sociales, institucionales y distributivos. 

8 En 2005 sólo existía una experiencia en la región, en 2008 ya eran cinco y desde 2010 
el número se ha estabilizado en torno a los diez casos.

9 Sólo nueve de los 42 municipios que componen la rmba contaban con pp en 2012. 
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En tal sentido, como insumo para futuras investigaciones, en esta 
línea de trabajo surgen algunas hipótesis exploratorias valiosas, que 
buscan dar cuenta de las contradicciones y dificultades de los pro-
cesos del pp, y tantear sus límites en materia de transformación po-
lítica, social y sobre la gestión pública: el presupuesto participativo 
en la rmba aparece como un mecanismo orientado a la búsqueda 
de beneficios político-legitimantes para las autoridades locales, en 
un contexto de revalorización del factor de proximidad, la crisis de 
representación de los partidos políticos y los cuestionamientos a las 
formas más tradicionales de hacer política. Su puesta en marcha, con 
resultados y efectos distintos en los ámbitos político-institucional, 
distributivo y socio-territorial supone, en líneas generales y respecto 
a años precedentes, una apertura de la gestión local a nuevas instan-
cias de decisión y funcionamiento, con un alcance predominante-
mente barrial.

Queda por verse, entonces, cómo evolucionará en general de aquí 
en adelante esta política de participación ciudadana, y si podrá con-
tribuir a una mayor calidad de vida de las poblaciones donde se im-
plementa.

Recibido en mayo de 2013 
Aceptado en noviembre de 2013
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